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JUZGADO CUARENTA Y CINCO CIVIL DEL CIRCUITO  
j45cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

   
Bogotá D.C., dieciséis de diciembre de dos mil veintiuno  

 
 
Rad:   2021-01210-01 
Accionante: FREDYS YATE PRADA  
Accionada:      SEGUROS DEL ESTADO  
Vinculadas:  COMPENSAR EPS, PORVENIR S.A., ARL 
SEGUROS DE VIDA COLPATRIA Y ADRES  
  
Procede el despacho a resolver la impugnación presentada por el 
accionante, en contra de fallo de primera instancia proferido el 9 de 
noviembre de 2021 por el Juzgado Quince de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Bogotá, dentro de la acción de tutela de la 
referencia y previo el estudio de los siguientes,  

 
I. ANTECEDENTES 

 
1. En síntesis, indicó el accionante que el pasado 22 de agosto 

de 2021 sufrió un accidente de tránsito sufriendo graves lesiones, 
por lo que el 27 de agosto del presente formuló petición ante la 
accionada para que asumiera los gastos relativos a los honorarios 
de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y 
Cundinamarca para emitir dictamen de calificación de pérdida de 
capacidad laboral, el cual se requiere para el reconocimiento de la 
indemnización, la que se le resolvió desfavorablemente. Que a 
causa del accidente, ha sufrido molestias que le impiden desarrollar 
su actividad en condiciones normales y no cuenta con recursos 
suficientes para costear los honorarios, ya que dadas las graves 
lesiones ha tenido que incurrir en gastos procurando que su estado 
de salud se recupere al máximo.  

 
Por con siguiente, solicita se le amparen los derechos 

fundamentales a la vida, igualdad y seguridad y, en consecuencia, 
ordenar a la accionada sufragar los honorarios de la Junta Regional 
de Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca  

 
II. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 
3. Mediante providencia adiada del 9 de noviembre del año en 

curso, el Juzgado Quince de Pequeñas Causas y Competencia 
Múltiple de Bogotá, profirió decisión de fondo en este asunto, 
negando el amparo constitucional demandado al considerar que en 
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el presente caso no se cumple con el requisito de subsidiariedad y 
el actor no se encuentra dentro de las excepciones para que por 
vía de tutela se le dirima su situación, ya que no se encuentra 
incapacitado, se encuentra laborando, no es una persona de la 
tercera edad, desplazado por la violencia, no es madre cabeza de 
familia y tampoco puede decirse que se encuentre en un estado de 
extrema pobreza.  

 
 

III. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 
 
4. Inconforme con la decisión de primera instancia, el apoderado 

de la parte actora, manifiesta su deseo de presentar impugnación 
a la decisión de primera instancia aduciendo, en síntesis, que el 
accionante es víctima del accidente de tránsito, que con los 
recursos económicos que adquiere no le alcanza para cubrir el 
pago de los honorarios ya que apenas satisface las necesidades 
de su núcleo familiar; que debido al accidente sufrido debe recibir 
la indemnización por parte de la accionada para lo cual es requisito 
el dictamen médico de pérdida de capacidad laboral, que existe 
reciente jurisprudencia de la Corte Constitucional en casos 
similares donde ampara el derecho y ordena que el pago lo lleve a 
cabo las Aseguradoras y son estas las encargadas de efectuarlo 
sin que para nada deban intervenir la ARL o EPS como se adujo en 
el fallo; que no existe otro mecanismo idóneo para exigirle a la 
aseguradora que lleve a cabo el pago de los honorarios por lo que 
pide la revocatoria del fallo de primer grado y, en su lugar, se 
amparen sus derechos fundamentales y se le ordene a la 
accionada pagar los honorarios a la Junta Regional de Calificación 
de invalidez de Bogotá y Cundinamarca.  

 
IV. CONSIDERACIONES  

 
5. Mediante la carta constitucional de 1991, se determinó que la 

organización del Estado colombiano debía realizarse conforme a 
los principios de un Estado de Derecho, lo que implica que cada 
uno de las instituciones que lo componen deben estar sujetas a una 
serie de reglas procesales, que se encargan de crear y perfeccionar 
todo el ordenamiento jurídico; de esta manera se limita y controla 
el poder estatal con el fin de que los derechos de las asociados se 
protejan y puedan realizarse, dejando de ser imperativos 
categóricos para tomar vida en las relaciones materiales de la 
comunidad. 
 

Una de las características fundamentales del Estado de 
Derecho, es que las actuaciones y procedimientos regulados deben 
sujetarse a lo dispuesto en los postulados legales. 
 

Estos principios y derechos constitucionales irradian a todo el 
ordenamiento jurídico su espíritu garantista, que busca como fin 
último la protección y realización del individuo en el marco del 
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Estado al que se encuentra asociado. 
 

Uno de los mecanismos destinados a buscar la materialización 
de los principios que componen el Estado de Derecho es la Acción 
de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, 
como el instrumento idóneo para que toda persona logre la garantía 
y protección de sus derechos fundamentales cuando estos hayan 
sido vulnerados o sean amenazados por la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública o de un particular. 
 

Por su parte el artículo 31 del Decreto 2591 de 1.991, 
reglamentario del artículo 86 de la Constitución Nacional, establece 
que el fallo que se dicte por el Juzgado que adelantó el 
conocimiento de una Tutela, puede ser impugnado ante el superior 
por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el 
representante del órgano correspondiente, lo anterior sin perjuicio 
de su cumplimiento inmediato.  

 
Sobre el tema objeto de análisis, la Corte Constitucional en 

Sentencia T-003 de 2020, expediente T. 7085.229 M.P. Diana 
Fajardo Rivera, sostuvo que:  

 
  “4.1.  La seguridad social como derecho fundamental 
  
  La lectura armónica de la Constitución Política permite afirmar que la 
seguridad social tiene una doble connotación, por un lado, según lo establece 
el inciso 1º del artículo 48 superior, constituye un “servicio público de carácter 
obligatorio”, cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado, 
actividades que se encuentran sujetas a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. Por otro lado, el inciso 2º de la Carta “garantiza a 
todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. Este 
derecho ha sido reconocido por instrumentos internacionales como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 (Art.22), la 
Declaración Americana de los Derechos de la Persona (Art.16) y el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Art.9). 
  
  La jurisprudencia constitucional ha manifestado que el derecho a la 
seguridad social “surge como un instrumento a través del cual se le garantiza 
a las personas el ejercicio de sus derechos subjetivos fundamentales cuando 
se encuentran ante la materialización de algún evento o contingencia que 
mengüe su estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se 
constituya en un obstáculo para la normal consecución de sus medios mínimos 
de subsistencia a través del trabajo”[36]. Particularmente, ha señalado que esta 
garantía hace referencia a los medios de protección que brinda el Estado con 
la finalidad de salvaguardar a las personas y sus familias de las contingencias 
que afectan la capacidad de generar ingresos suficientes para vivir en 
condiciones dignas y enfrentar circunstancias como la enfermedad, la invalidez 
o la vejez.[37] 
  
  En este orden, la importancia de este derecho se desprende de su 
íntima relación con el principio de dignidad humana, puesto que permite a las 
personas asumir las situaciones difíciles que obstaculizan el desarrollo de 
actividades laborales y la recepción de los recursos que les permitan ejercer 
sus derechos subjetivos. 
  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn36
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn37
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  4.2. Regulación sobre el reconocimiento de la indemnización por 
incapacidad permanente con ocasión de accidentes de tránsito 
  
  4.2.1. Debido a la incidencia que tienen los accidentes de tránsito en la 
salud de las personas, el Estado previó un Seguro Obligatorio de Accidentes 
de Tránsito (SOAT), para los vehículos automotores “cuya finalidad es 
amparar la muerte o los daños corporales que se causen a las personas 
implicadas en tales eventos, ya sean peatones, pasajeros o conductores, 
incluso en los casos en los que los vehículos no están asegurados”[38].[39] 
  
  4.2.2. Las normas que son aplicables al Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito, se encuentran contempladas en el capítulo IV, de la 
parte VI del Decreto Ley 663 de 1993[40] y en el título II del Decreto 056 de 
2015[41], el cual se ocupa de los seguros de daños corporales causados a 
personas en accidentes de tránsito. Sin embargo, es relevante tener en cuenta 
que aquellos vacíos o lagunas que no se encuentren dentro las normas 
referidas, deberán suplirse con lo previsto en el contrato de seguro terrestre 
del Código de Comercio, según remisión expresa del artículo 192 del Decreto 
Ley 663 de 1993. 
  
  En este orden, el numeral 2 del artículo 192 del Decreto Ley 663 de 
1993, el cual contempla los objetivos del seguro obligatorio de daños 
corporales que se causen con ocasión a los accidentes de tránsito, establece 
entre ellos los de “a. Cubrir la muerte o los daños corporales físicos causados 
a las personas; los gastos que se deban sufragar por atención médica, 
quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria, incapacidad permanente; los gastos 
funerarios y los ocasionados por el transporte de las víctimas a las entidades 
del sector salud;(…) y d. La profundización y difusión del seguro mediante la 
operación del sistema de seguro obligatorio de accidentes de tránsito por 
entidades aseguradoras que atiendan de manera responsable y oportuna sus 
obligaciones” (énfasis fuera del texto original).  
  
Particularmente, el Decreto 056 de 2015[42] en su artículo 12 refiere: 
  

“Artículo 12. Indemnización por incapacidad permanente. Es el 
valor a reconocer, por una única vez, a la víctima de un accidente 
de tránsito, de un evento catastrófico de origen natural, de un 
evento terrorista o de los que sean aprobados por el Ministerio de 
Salud y Protección Social en su calidad de Consejo de 
Administración del Fosyga, cuando como consecuencia de tales 
acontecimientos se produzca en ella la pérdida de su capacidad 
para desempeñarse laboralmente”. 

  
Lo anterior se reiteró en el artículo 2.6.1.4.2.6 del Decreto 780 de 2016[43], el 
cual establece que, el beneficiario y legitimado para solicitar por una sola vez 
la indemnización por incapacidad permanente, es la víctima de un accidente 
de tránsito, cuando se produzca en ella alguna pérdida de capacidad laboral 
como consecuencia de tal acontecimiento. 
  
4.2.3. A su vez, el artículo 2.6.1.4.3.1 del Decreto 780 de 2016[44], 
expresamente indica que para radicar la solicitud de indemnización por 
incapacidad permanente ocasionada por un accidente de tránsito es necesario 
aportar: 
  

“1. Formulario de reclamación que para el efecto adopte la Dirección 
de Administración de Fondos de la Protección Social del Ministerio 
de Salud y Protección Social debidamente diligenciado. 
2. Dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral en 
firme emanado de la autoridad competente de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 142 del Decreto-ley 019 de 2012, en el 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn38
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn39
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn41
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn43
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn44
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que se especifique el porcentaje de pérdida de capacidad 
laboral. 
3. Epicrisis o resumen clínico de atención según corresponda, 
cuando se trate de una víctima de accidente de tránsito. 
4. Epicrisis o resumen clínico de atención expedido por el Prestador 
de Servicios de Salud y certificado emitido por el Consejo Municipal 
de Gestión del Riesgo de Desastres, en el que conste que la 
persona atendida fue víctima de eventos catastróficos de origen 
natural o de eventos terroristas. 
5. Cuando la reclamación se presente ante el Fosyga, declaración 
por parte de la víctima en la que indique que no se encuentra afiliado 
al Sistema General de Riesgos Laborales y que no ha recibido 
pensión de invalidez o indemnización sustitutiva de la misma por 
parte del Sistema General de Pensiones. 
6. Sentencia judicial ejecutoriada en la que se designe el curador, 
cuando la víctima requiera de curador o representante. 
7. Copia del registro civil de la víctima, cuando esta sea menor de 
edad, en el que se demuestre el parentesco con el reclamante en 
primer grado de consanguinidad o sentencia ejecutoriada en la que 
se designe el representante legal o curador. 
8. Poder en original mediante el cual la víctima autoriza a una 
persona natural para que presente la solicitud de pago de la 
indemnización por incapacidad” (énfasis fuera del texto original). 

  
4.2.4. Asimismo, el  parágrafo 1º del artículo 2.6.1.4.2.8 del Decreto 780 de 
2016[45] con relación a la valoración de la pérdida de capacidad laboral, 
dispone que “[l]a calificación de pérdida de capacidad será realizada por la 
autoridad competente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la Ley 
100 de 1993, modificado por el artículo 142 del Decreto-ley 019 de 2012 y se 
ceñirá al Manual Único para la pérdida de capacidad laboral y ocupacional 
vigente a la fecha de la calificación”. 
  
De este modo, el artículo 41 de la Ley 100 de 1993[46], modificado por el 
artículo 142 del Decreto Ley 19 de 2012[47], que regula la calificación del estado 
de invalidez, estableció en su inciso segundo las autoridades competentes 
para determinar la pérdida de capacidad laboral: 
  

“(…) Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora 
Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las 
Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las 
Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y 
muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar 
en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y 
calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En 
caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación 
deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días 
siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de 
Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) 
días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional 
de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco 
(5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales 
(…)” (énfasis fuera del texto original). 

  
De acuerdo con lo anterior, les corresponde a las administradoras de fondos 
de pensiones, a las administradoras de riesgos laborales, a las compañías de 
seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte y a las entidades 
promotoras de salud realizar, en una primera oportunidad, el dictamen de 
pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez. En caso de existir 
inconformidad del interesado, la Entidad deberá solicitar a la Junta Regional 
de Calificación de Invalidez la revisión del caso, decisión que será apelable 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn45
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn47
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ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. Esto significa que, antes 
que nada, es competencia del primer conjunto de instituciones mencionadas 
la práctica del dictamen de pérdida de capacidad laboral y la calificación del 
grado de invalidez. En términos generales, solamente luego, si el interesado 
se halla en desacuerdo con la decisión, el expediente debe ser remitido a la 
Junta Regional de Calificación de Invalidez para que se pronuncie y, de ser 
impugnado el correspondiente concepto técnico, corresponderá resolver a la 
Junta Nacional de Calificación de Invalidez.   
  
De otra parte, la Sala subraya que, en primera oportunidad, la emisión del 
dictamen constituye una obligación a cargo, no solo de las entidades 
tradicionales del sistema de seguridad social, como los fondos de 
pensiones, las administradoras de riesgos laborales y las entidades 
promotoras de salud. En los términos indicados, ese deber también recae 
en las compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, 
cuando el examen tenga relación con la ocurrencia del siniestro 
amparado mediante la respectiva póliza. Esto implica, a propósito del 
asunto que se debate en la presente acción de tutela, que las empresas 
responsables del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito tienen 
también la carga legal de realizar, en primera oportunidad, el examen de 
pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez de quien 
realiza la reclamación. 
  
Como se indicó en los fundamentos anteriores, mediante la aseguración de 
accidentes de tránsito, se busca una cobertura, entre otros riesgos, frente 
a daños físicos que se puedan ocasionar a las personas, los gastos que se 
deban sufragar por atención médica, quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria y 
la incapacidad permanente. En este sentido, las empresas que expiden las 
pólizas de accidente de tránsito son entidades competentes para determinar 
la pérdida de capacidad laboral de los afectados, de conformidad con el 
artículo 41 de la Ley 100 de 1993[48], modificado por el artículo 142 del Decreto 
Ley 19 de 2012[49].  Esta norma prevé que las compañías de seguros que 
asuman el riesgo de invalidez se encuentran en dicha obligación, naturaleza 
que precisamente poseen las empresas responsables de la póliza para 
accidentes de tránsito. 
  
4.2.5. Lo anterior fue precisado, también, en la Sentencia T-400 de 2017[50]. 
En este Fallo, la Sala Octava de Revisión de la Corte decidió el caso de una 
persona que, con ocasión de un accidente de tránsito, pretendía acceder a la 
indemnización por incapacidad permanente cubierta por el SOAT, sin que 
contara con los medios económicos para cubrir los honorarios de la Junta 
Regional de Calificación, por lo que solicitó mediante la acción constitucional 
que la compañía aseguradora solventara dicho emolumento. Antes de resolver 
el debate acerca de la responsabilidad sobre el pago de los referidos 
honorarios, la Corte clarificó que la accionada tenía la responsabilidad directa 
de garantizar, en primera oportunidad, el documento requerido por la 
accionante. 
  
Advirtió que la Empresa de Seguros es la obligada a realizar el dictamen de 
calificación de pérdida de capacidad laboral en primera oportunidad, según lo 
establecido por el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, como entidad 
aseguradora que asumió el riesgo de invalidez y muerte. Puesto que la 
demandada no había procedido de conformidad, la Sala Octava concluyó que 
se había vulnerado el derecho fundamental a la seguridad social de la 
accionante. Como consecuencia, en una de las órdenes emitidas, dispuso que 
la compañía demandada debía efectuar el examen de pérdida de capacidad 
laboral a la peticionaria[51]. 
  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn48
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn49
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn50
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-003-20.htm#_ftn51
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4.2.6. En este orden de ideas, recapitulando, de la regulación sobre el 
reconocimiento de la indemnización por incapacidad permanente a causa de 
accidentes de tránsito, pueden sintetizarse las siguientes reglas: 
  
(i) para acceder a la indemnización por incapacidad permanente amparada 
por el SOAT, es indispensable allegar el dictamen médico proferido por la 
autoridad competente. 
  
(ii) dentro de las autoridades competentes para determinar, en primera 
oportunidad, la pérdida de capacidad laboral, enunciadas en el inciso segundo 
del artículo 41 de la Ley 100, modificado por el artículo 142 del Decreto Ley 19 
de 2012, se encuentran las compañías de seguros que asuman el riesgo de 
invalidez y muerte 
  
(iii) dado que las empresas responsables del Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito asumen, entre otros riesgos, el de incapacidad 
permanente, tienen también la carga legal de practicar, en primera 
oportunidad, el examen de pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de 
invalidez del asegurado, orientado a acceder a la indemnización por 
incapacidad permanente amparada por el SOAT. (Negrillas, subrayado fuera 
del texto). 
  

 
7. Descendiendo al caso concreto de entrada debe decirse 

que la decisión objeto de estudio será revocada, ya que en el 
presente asunto si bien se observa que se trata en principio de un 
conflicto económico, se advierte que de no analizarse el asunto de 
fondo se podría causar al petente un daño consumado. En efecto 
no se desconoce que la entidad accionada es la aseguradora que 
responde por el SOAT, que ampara el accidente sufrido por el señor 
Fredys Yate Prada y que conforme a la normatividad vigente 
corresponde a los administradores de Riesgos Profesionales 
sufragar el costo de los honorarios de la Junta de Calificación de 
Invalidez, por lo que en principio no es la llamada a tener que pagar 
tal concepto. (art. 41 Ley 100 de 1993). 

 
No obstante lo anterior, atendiendo las circunstancias de 

imposibilidad económica que sostuvo el actor desde un inicio para 
poder cubrir los honorarios para poder llevar a cabo el dictamen 
que establezca la pérdida de su capacidad laboral, que no fueran 
desvirtuadas por la accionada, se debe de aplicar de forma 
analógica dicha disposición y disponer que la aseguradora sea la 
que realice el pago de los honorarios de la Junta a efectos de 
determinar la calificación de invalidez autorizándola para que 
deduzca del monto que llegare a reconocer como indemnización 
por el amparo de incapacidad permanente lo cancelado por dicho 
ítem. 

 
Por lo anteriormente expuesto se revocará el fallo impugnado 

y se dispondrá que en un término perentorio no mayor de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes al recibo de la 
correspondiente comunicación, proceda la entidad accionada 
Seguros del Estado S.A., a cubrir los honorarios fijados a los 
miembros de la Junta Regional de Calificación de Invalidez 
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competente para que proceda a evaluar al señor Fredys Yate 
Prada.  
       

En virtud de los argumentos expuestos, el JUZGADO 
CUARENTA Y CINCO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., 
administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y 
por autoridad de la Ley, 
 

IV. RESUELVE: 
 
  PRIMERO: REVOCAR la decisión tomada el día 9 de 
noviembre de 2021, por el Juzgado Quince de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Bogotá 

 
  SEGUNDO: En consecuencia, ORDENAR al 
representante legal de la entidad accionada Seguros del 
Estado S.A. que en un término perentorio no mayor de las cuarenta 
y ocho (48) horas siguientes al recibo de la correspondiente 
comunicación, proceda a cubrir los honorarios fijados a los 
miembros de la Junta Regional de Calificación de Invalidez 
competente para que esta proceda a evaluar al señor Fredys Yate 
Prada. Se autoriza a la entidad accionada Seguros del Estado S.A. 
para que deduzca lo pagado por honorarios del monto de la 
indemnización que deba cancelar al actor. 
 
  TERCERO: Notifíquese a las partes en los términos del 
artículo 30 del Decreto 2591/91, remítase copia del fallo al a quo y 
a la entidad accionada. 

 
  CUARTO. En su oportunidad, remítase la actuación a la 
Corte Constitucional a efectos de su eventual revisión. 
 
   NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

  

 
 

  

  

 


